ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO / COSA JUZGADA – Se configura / INSCRIPCIÓN DEL CONTRATO DE CONCESIÓN MINERA EN EL REGISTRO MINERO NACIONAL – Ya fue objeto de pronunciamiento / FALTA DE VINCULACIÓN – No se alegó en la oportunidad 

Para resolver el problema jurídico planteado y referido a ¿En el sub judice, se encuentran acreditados los requisitos que configuran cosa juzgada frente a la pretensión de los actores de que la Autoridad Nacional de Minería de cumplimiento al artículo 333 de la Ley 685 de 2001, en el sentido de inscribir el contrato de concesión minero IEF-14451, suscrito el 10 de abril de 2010?  debemos establecer si en la acción de cumplimiento 2015-01057-00 se presenta identidad de objeto, de causa y de partes con el asunto de la referencia (…)puede observarse que tanto en la acción de cumplimiento que se tramitó con el radicado 25000-23-41-000-2015-01057-00, como en el caso concreto, los (i) hechos son los mismos, concurren en calidad de (ii) partes demandante en el primer caso analizado los señores [Y.A.B.M.] [E.D.B.M.] y [D.J.B.C.] y en el proceso de la referencia los mismos y el señor [E.A.M.C.]; en la demandada la Autoridad Nacional de Minería; y (iii) la disposición legal cuyo cumplimiento se pretende en una y otra acción coincide, pues se trata del artículo 333 de la Ley 685 de 2001, con el fin de que se inscriba el contrato de concesión Minera Expediente IEF-14541 suscrito el 5 de abril de 2010. En este orden de ideas, a juicio de la Sala, los hechos, pretensiones y las partes en el presente asunto son los mismos respecto de los cuales la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca con radicado 25000-23-41-000-2015-01057-00, ya se había pronunciado en la sentencia del 7 de julio de 2015 mediante la cual declaró la improcedencia de la acción. De esta manera, al existir un pronunciamiento expreso sobre el citado punto de controversia, es evidente que se configura el fenómeno de cosa juzgada por tratarse de una materia definida por una autoridad judicial, que se encuentra debidamente ejecutoriada. (…) Por último, en cuanto a la falta de vinculación del integrante que faltaba del concesionario [E.A.M.C.], que conformaba el litisconsorte necesario en la primera acción de cumplimiento [la tramitada con el radicado 25000-23-41-000-2015-01057-00, Sentencia del 7 de julio de 2015], hecho que según la parte actora generaría causal de nulidad, advierte la Sala que esta no es la oportunidad para resolverlos, toda vez que estos planteamientos debieron esgrimirse en el trámite de esa acción constitucional; sin embargo, los actores no adujeron nada, ni si quiera impugnaron la decisión de primera instancia, y ahora pretenden utilizar ese argumento para que se vuelva a discutir un asunto que ya fue definido y que se encuentra en firme.

FUENTE FORMAL: LEY 685 DE 2001 - ARTÍCULO 333
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION QUINTA

Consejera ponente: ROCIO ARAUJO OÑATE

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 25000-23-41-000-2015-01970-01(ACU)
Actor: EDGAR DUSTANO BELTRAN MORENO Y OTROS
Demandado: AGENCIA NACIONAL DE MINERIA
OBJETO DE LA DECISIÓN

La Sala decide la impugnación interpuesta por la parte actora contra el fallo del 4 de noviembre de 2015, por medio del cual la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró “el fenómeno jurídico de cosa juzgada en relación con la solicitud de cumplimiento del artículo 333 de la Ley 685 de 2001”. 

I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de cumplimiento

Mediante escrito radicado el 6 de octubre de 2015, en la Secretaría de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, los señores Edgar Dustano Beltrán Moreno, Yesid Armando Beltrán Moreno, y Dustano de Jesús Beltrán Cuestas, quienes actúan en nombre propio y Emiro Antonio Merlano Caroprese, por medio de apoderado judicial
, ejercieron acción de cumplimiento contra la Agencia Nacional de Minería - ANM, con el fin de obtener el acatamiento del artículo 333 de la Ley 685 de 2001, frente a la inscripción del Contrato de Concesión Minera Expediente IEF-14541 suscrito el 5 de enero de 2010 en el Registro Minero Nacional.
Como pretensiones los actores solicitaron:

“… 1. Que se declare que la Agencia Nacional de Minería denominada ANM, antes Servicio Geológico Colombiano – antes INGEOMINAS, ha incumplido con el término establecido en el artículo 333 de la Ley 685 de 2001 ‘Código de Minas´, frente a la inscripción del Contrato de Concesión Minera Expediente IEF-14541 suscrito el 5 de enero de 2010 en el Registro Minero Nacional.

2. Como consecuencia de lo anterior se ordene al Presidente (a) de la Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces, para que en forma inmediata se realice la inscripción del Contrato de Concesión Minera Expediente IEF14541 suscrito el 5 de abril de 2010 en el Registro Minero Nacional.

3. En caso de considerar los Honorables Magistrados la improcedencia por la acción de cumplimiento interpuesta anteriormente por Edgar Dustano Beltrán Moreno, Dustano de Jesús Beltrán Cuestas y Yesid Armando Beltrán Moreno, en caso de entenderse no probado el perjuicio irremediable; se solicita darle trámite en conformidad con el cuarto (4) concesionario EMIRO ANTONIO MERLANO CAROPRESE quien no había interpuesto en renuencia a la ANM ni interpuso esa acción de cumplimiento debido a que se encontraba en el exterior del país.

4. En caso de declararse improcedente la acción de cumplimiento nuevamente, indicar con claridad cuál es la acción que tendrían estos concesionarios para que la Agencia Nacional de Minería –ANM inscriba nuestro contrato de Concesión Minera IEF-14541 suscrito el 5 de abril de 2010 y su fundamento legal para ello”
.

2. Hechos probados y/o admitidos

La Sala encontró demostrados los siguientes hechos: 

· El 15 de mayo de 2007, los proponentes Yesid Armando Beltrán Moreno, Joaquín Emilio Uribe Gallón,  Edgar Dustano Beltrán Moreno, Dustano de Jesús Beltrán Cuestas y Emiro Antonio Merlano Caroprese, radicaron el formulario No. 0012308 ante el INGEOMINAS (autoridad minera de ese momento) la propuesta minera IEF14541.
· El Grupo de Contratación y Titulación Minera de INGEOMINAS emitió el 15 de enero de 2010 el Auto GCTM No. 00036 por medio del cual se efectuó un requerimiento dentro del Expediente No. IEF-14541, en el que se dispuso “…ARTÍCULO PRIMERO.- Requerir a los señores YESID ARMANDO BELTRÁN MORENO, EMIRO ANTONIO MERLANO CAROPRESE, JOAQUIN EMILIO URIBE GALLÓN, EDGAR DUSTANO BELTRÁN MORENO y DUSTANO DE JESÚS BELTRÁN CUESTAS, para que dentro del término perentorio de dos (2) meses contados a partir de la notificación por estado de la presente providencia, se acerque (n) a las oficinas de INGEOMINAS a suscribir el correspondiente contrato de concesión, so pena de entender desistida su voluntad de continuar con el trámite de la solicitud. ARTÍCULO SEGUNDO.- En caso de no atender en debida forma el presente requerimiento, se declarará tal incumplimiento y en consecuencia quedarán inhabilitados por cinco (5) años contados a partir de la expiración del plazo para suscribir el contrato”
.
· Los actores suscribieron el contrato de concesión minera el 5 de abril de 2010, a excepción del proponente Joaquín Emilio Uribe Gallón, razón por la que el 21 de julio de 2011, INGEOMINAS expidió la Resolución SCT No. 001847 por medio de la cual resolvió:
“…ARTÍCULO PRIMERO.- Entender DESISTIDA la propuesta de contrato de concesión No. IEF-14541, respecto del señor JOAQUÍN EMILIO URIBE GALLÓN, para la exploración y explotación de un yacimiento clasificado técnicamente como MATERIALES DE CONSTRUCCIÓN Y DEMÁS MINERALES CONCESIBLES, cuya área se encuentra localizada en jurisdicción de CHOACHI y LA CALERA – CUNDINAMARCA, de conformidad con la parte motiva del presente acto administrativo.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Declarar la IHHABILIDAD al señor JOAQUÍN EMILIO URIBE GALLÓN, generada por no suscribir la minuta de contrato de concesión dentro del término  otorgado por la entidad, de acuerdo con el requerimiento efectuado mediante Auto GCTM No. 000036 de fecha 15 de enero de 2010, quedando por tanto incurso en inhabilidad para contratar con las entidades estatales, de acuerdo con lo establecido en el numeral 1, literal e del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, a partir del 24 de noviembre de 2009 y por el término de cinco (5) años.

ARTÍCULO TERCERO.- Continúese el trámite de la propuesta de contrato de concesión No. IEF-14541 con los señores YESID ARMANDO BELTRÁN MORENO, EMIRO ANTONIO MERLANO CAROPRESE, EDGAR DUSTANO BELTRÁN MORENO y DUSTANO DE JESÚS BELTRÁN CUESTAS. (…)
”.
· Con fundamento en lo anterior, el 17 de agosto de 2011 Joaquín Emilio Uribe Gallón interpuso recurso de reposición
, que fue resuelto mediante la Resolución No. 00084 del 17 de enero de 2014
, en la que se dispuso:

“…ARTÍCULO PRIMERO.- CONFIRMAR, por las razones anteriormente expuestas, la Resolución SCT No. 001847 del 21 de julio de 2010 (sic), de conformidad con la parte motiva del presente acto administrativo.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Modificar el artículo segundo de la Resolución SCT No. 001847 del 21 de julio de 2011, la cual quedará así:

‘ARTÍCULO SEGUNDO:- Declarar LA INHABILIDAD al señor JOAQUÍN EMILIO URIBE GALLÓN, generada por no suscribir la minuta de contrato de concesión dentro del término otorgado por la Entidad, de acuerdo con el requerimiento efectuado mediante Auto GCYM No.00036 de fecha 15 de enero de 2010, quedando por tanto incurso en inhabilidad para contratar con las entidades estatales, de acuerdo con lo establecido en el numeral 1, literal e) del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, a partir del 6 de abril de 2010 y por el ´termino de cinco (5) años’.

ARTÍCULO TERCERO.- TÉNGASE, como únicos concesionarios a los señores YESID ARMANDO BELTRÁN MORENO, EMIRO ANTONIO MERLANO CAROPRESE, EDGAR DUSTANO BELTRÁN MORENO y DUSTANO DE JESÚS BELTRÁN CUESTAS, de conformidad con la parte motiva del presente acto administrativo.

ARTICULO CUARTO.- Notifíquese personalmente a los señores YESID ARMANDO BELTRÁN MORENO, EMIRO ANTONIO MERLACO CAROPRESE, JOAQUIN EMILIO URIBE GALLÓN, EDGAR DUSTANO BELTRÁN MORENO Y DUSTANO DE JESUS BELTRÁN CUESTAS, o en su defecto procédase mediante Edicto.

ARTÍCULO QUINTO.- Contra el presente acto administrativo no procede recurso por la vía gubernativa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 62 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 308 de la Ley 1437 del 18 de enero de 2011.

ARTÍCULO SEXTO.- Ejecutoriada esta providencia dese cumplimiento a lo ordenado en el artículo SEXTO, de la Resolución recurrida, envíese copia del presente acto administrativo a la Gerencia de Catastro Minero colombiano para lo de su cargo y remítase el expediente No. IEF-14541, a la Coordinación de Contratación Minera para continuar el trámite pertinente”.

· Mediante oficio del 26 de marzo de 2014 los accionantes presentaron propuesta de otrosí, en el que aportaron una nueva alinderación, razón por la que el Grupo de Contratación Minera realizó reevaluación técnica el 1º de abril de 2014, en la que determinó que  ésta se encontraba dentro del área inicialmente otorgada y que era susceptible de contratar 137,3663 hectáreas.

· Mediante Auto GCM No. 000477 del 28 de abril de 2014 la Agencia Nacional de Minería requirió a los actores para que dentro del término perentorio de dos meses se acercaran a la Agencia a suscribir el correspondiente otrosí No 1. Al contrato de concesión “so pena de entender desistido el perfeccionamiento del contrato”
 

· El 28 de mayo de 2015, los accionantes Yesid Armando Beltrán Moreno, Emiro Antonio Merlano Caroprese, Edgar Dustano Beltrán Moreno y Dustano de Jesús Beltrán Cuestas, instauraron acción de cumplimiento contra la Agencia Nacional de Minería, con el fin de “…lograr el cumplimiento del deber legal de inscripción de un contrato suscrito pero no inscrito en el Registro Minero Nacional dentro del término legal determinado taxativamente en el artículo 333 de la Ley 685 de 2001”, proceso que fue radicado con el No. 25000-23-41-000-2015-01057-00.

· La Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en sentencia del 7 de julio de 2015, la declaró improcedente “…sin posibilidad de apelación, dejándonos la puerta abierta para volverla a instaurar ante este mismo tribunal con ánimo que reconsideren su posición o por lo menos nos den la posibilidad de apelación ante el Consejo de Estado para que resuelva en últimas, teniendo en cuenta que existen varios fallos de este Consejo de Estado sobre casos similares que serán puestos a consideración de los honorables magistrados del tribunal”. 

· Los accionantes radicaron petición el 9 de septiembre de 2015, ante la Agencia Nacional de Minería, con el fin de que la entidad diera cumplimiento al artículo 333 de la Ley 685 de 2001 y, como consecuencia procedería a inscribir en forma inmediata el contrato de concesión minera No. IEF-14541 en el Registro Minero Nacional.

· La Coordinadora de Contratación Minera de la entidad accionada, el 17 de septiembre de 2015, respondió a los actores que:

“…2. En la actualidad existe una imposibilidad material, consistente en que previo a la inscripción de un contrato de concesión minera se deberá dar estricta aplicación a la orden proferida por la Corte Constitucional mediante sentencia C-123 de 2015 y respecto de la cual, se debe aclarar el Ministerio de Minas y Energía profirió el Decreto 2691 de diciembre de 2014 a fin de implementar la reglamentación del artículo 37 de la Ley 685 de 2001.

No obstante lo anterior, le informo que dicho acto reglamentario (Decreto 2691 de 2014) fue suspendido provisionalmente dentro del proceso judicial con radicación No. 11001-03-26-000-2014-00143-00 (52.149), de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C” del Consejo de Estado, conforme al auto de fecha 11 de mayo de 2015.

Bajo las premisas previamente expuestas, actualmente se encuentra activo el aparato administrativo del sector minero a fin de establecer los procedimientos a implementar con la finalidad de que la orden proferida por la Corte Constitucional mediante sentencia C.123 de 2015, sea efectiva y el artículo 37 de la Ley 685 de 2001 goce de los efectos que esta Alta Corte le pretendía otorgar conforme al sentido del fallo proferido.

3. Previo a la inscripción del contrato de concesión minera suscrito, la Gerencia Catastro de Registro Minero realiza verificación del polígono susceptible de contratar, y en caso de evidenciarse que durante el trámite de revisión se encuentren superposiciones con zonas excluibles de la minería, dicha minuta será devuelta al grupo de contratación minera, sin efectuarse el respectivo proceso de registro.

A fin de evitar la situación previamente descrita y teniendo en cuenta el lapso de tiempo que ha transcurrido entre la determinación del área libre que se estableció para la elaboración de la minuta suscrita, el Grupo de Contratación Minera deberá re-evaluar técnicamente el polígono determinado como libre susceptible de contratar y solo en el evento a través del cual se evidencia superposiciones con áreas excluidas de la minería se deberán adelantar las actuaciones administrativas y legales que se requieran a fin de hacer posible la inscripción del contrato de concesión minera en el Catastro Minero Colombiano (…)”
.

3. Actuaciones procesales relevantes

3.1. Admisión de la demanda

Mediante auto de 6 de octubre de 2015, la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda de cumplimiento y dispuso la notificación de  la Agencia Nacional de Minería - ANM
.

3.2.  Contestación de la entidad accionada – La apoderada judicial de la Agencia Nacional de Minería solicitó que se desestimaran las pretensiones de la demanda de cumplimiento.

Sostuvo que de conformidad con el análisis efectuado en la última evaluación técnica se profirió el Auto GCM No. 000477 del 28 de abril de 2014, por medio del cual se solicitó a los interesados que se acercaran a las oficinas de la ANM en el término de dos meses con el fin de que se firmara el otrosí del contrato de concesión so pena de entender desistido el perfeccionamiento del contrato; no obstante lo anterior, el señor Yesid Hernando Beltrán Moreno, manifestó que no estaba de acuerdo con el área a contratar, por lo que no suscribiría el otrosí.

Señaló la apoderada que “…respecto del área susceptible de contratar, no fue firmado por (sic) totalidad por las partes intervinientes en el acuerdo, razón por la cual no es posible su inscripción toda vez que el mismo no produjo acuerdo de voluntades entre las mismas. En este orden de ideas, es claro que si el contrato de concesión suscrito por las partes, es decir, por los interesados e INGEOMINAS, no se inscribió en el Registro Minero Nacional es porque la autoridad minera se encuentra en una imposibilidad jurídica para hacerlo dada la superposición con la Resolución 222 de 1994 la cual contiene disposiciones de orden preventivo y ambiental y en razón de ello se adelantaron las actuaciones pertinentes para requerir a los interesados con el fin de adecuar las condiciones del contrato respecto de la superposición con el acto administrativo enunciado a través de la firma de otrosí del contrato que a la fecha no ha sido suscrito por las partes”, por tanto, concluyó que la norma cuyo cumplimiento pretenden los actores no ha sido inaplicada, toda vez que “…a la fecha no existe un contrato de concesión que se ajuste a la normatividad minero ambiental que pueda ser sujeto de inscripción por lo que respetuosamente solicitó al honorable despacho se declare la improcedencia de la acción”.

Precisó que en caso idéntico presentado por los señores Edgar Beltrán, Dustano de Jesús Beltrán y Yesid Beltrán, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección “B” mediante fallo del 7 de julio de 2015, dentro de la acción de cumplimiento No. 2015-01057, consideró que este medio de control no era el mecanismo idóneo para reclamar la inscripción del contrato minero como tampoco para discutir la legalidad de las decisiones proferidas por la Agencia Nacional de Minería, además de que no se demostró el inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable en cabeza del accionante
.

3.3. Fallo impugnado

El 4 de noviembre de 2015, la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca dictó sentencia en la cual declaró  “…el fenómeno jurídico de cosa juzgada, en relación con la solicitud de cumplimiento del artículo 333 de la ley 685 de 2001”, al considerar que:

“…Como puede apreciarse, en la acción de cumplimiento incoada por los señores Yesid Armando Beltrán Moreno, Edgar Dustano Beltrán Moreno y Dustano de Jesús Beltrán Cuestas también solicitaron el cumplimiento del artículo 333 de la Ley 685 de 2001 y estimaron incumplido el artículo 332 ibídem, debido a que la Agencia Nacional de Minería se abstuvo de registrar el contrato de concesión minera celebrado por aquellos el cinco (5) de abril de dos mil diez (2010) dentro del expediente IEF-14541, ante la existencia de una controversia relacionada con el recorte del área de explotación, situación que no se ha visto alterada en este asunto, pese a los argumentos esgrimidos por los accionantes, tendientes no solo a controvertir la legalidad de la modificación efectuada por la ANM a través del otro sí que los proponentes se negaron a firmar, sino la providencia del siete (7) de julio de dos mil quince (2015), proferida por esta Subsección, la cual no fue impugnada en sede judicial.

Es del caso reiterar, que el hecho de que el señor Emiro Antonio Merlano Caroprese no se hiciere parte en el proceso adelantado con anterioridad, no implica que se reviva para él la oportunidad de discutir la legalidad de las actuaciones adelantadas por la ANM a través de esta acción, como quiera que el carácter impersonal y abstracto de la norma cuyo cumplimiento se solicita, en principio, genera un beneficio para la comunidad y en este particular caso, por tratarse de uno de los proponentes, cualquier decisión que se haya adoptado al respecto dentro de la acción de cumplimiento que se resolvió a través de la sentencia de siete (7) de julio de dos mil quince (2015), inevitablemente le afectó. 

Por lo anterior, en este asunto se configura cosa juzgada frente a las pretensiones tendientes a cumplimiento del artículo 333 de la Ley 685 de 2001 y la consecuente inscripción del contrato de concesión minero suscrito el cinco (5) de abril de dos mil diez (2010) dentro del expediente IEF-14541.

En lo que se refiere al artículo 332 de la Ley 685 de 2001, que señala que los contratos de concesión están sujetos al Registro Nacional Minero, es necesario precisar que las pretensiones no están orientadas a solicitar su cumplimiento, pese a que los accionantes, en ambas oportunidades, consideraron que la misma fue omitida.

No obstante se resalta que de dicha norma no se infiere un mandato imperativo ni inobjetable, en el entendido que esta solo contiene la enumeración de actos registrables sin definir a quien le corresponde ni en qué momento ello debe llevarse a cabo.

(…) Por lo que no sobra destacar que la acción de cumplimiento no es el mecanismo adecuado para obtener la satisfacción de las pretensiones elevadas por los accionantes, puesto que de por medio se encuentra una situación jurídica que debe ser resuelta en lo atinente al negocio jurídico celebrado frente al recorte de las áreas del área de explotación originalmente acortado, aspecto que no puede ser desconocido por esta Sala y que debe ser destacado ante el juez natural en sede de medio de control de controversias contractuales”
.

3.8. Impugnación

La parte actora en escrito de 25 de noviembre de 2015, impugnó la decisión del Tribunal y solicitó que ésta se revocara, para que, en su lugar, se accediera a las pretensiones de la demanda. 

Adujeron que el Tribunal no podía dejar de lado que en la pretensión concreta del primer cumplimiento se hacía referencia al contrato de concesión minera IEF-14541 donde los sujetos de la parte demandante estaban claramente determinados, por lo que debió “…haber citado a los faltantes para conformar el Litisconsorcio Necesario dentro del proceso de la primera acción de cumplimiento. Debido a la ausencia de citación por parte del Tribunal en la primera acción de cumplimiento para que el concesionario EMIRO ANTONIO MERLANO CAROPRESE ejerciera su derecho, es claro que en la presente acción no existe Cosa Juzgada en razón a que se violaría su derecho fundamental al debido proceso que le asiste al litisconsorte necesario, a la legítima defensa, al derecho de igualdad y al principio de confianza legítima frente a la aplicación de la ley, como es el caso del artículo 333 de la Ley 685 de 2001”.
Sostuvieron que con la primera demanda la pretensión involucraba no sólo la protección de un interés público del cual todos son titulares, sino la afectación directa de una relación jurídica entre sujetos determinados en un contrato de concesión, quienes a la luz del artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, se consideran litisconsortes necesarios.

Señalaron que como se evidenció, uno de los sujetos de la relación material no fue vinculado en la primera acción de cumplimiento, “…se incurrió en la causal de nulidad de que trata el numeral 9º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, pues en criterio de este profesional del derecho, la falta de vinculación del concesionario EMIRO ANTONIO MERLANO CAROPRESE, es admisible al hecho irregular constitutivo de dicha causal, esto es, a falta de vinculación de quien debía ser citado oficiosamente al proceso. Conforme a lo anterior, es claro que los Honorables Magistrados del Tribunal no pueden traer a colación la primera acción de cumplimiento con ánimo de configurar COSA JUZGADA pretendiendo desconocer los derechos a que tiene mi cliente EMIRO ANTONIO MERLANO CAROPRESE por su calidad de concesionario en el contrato de concesión minera IEF-14541 suscrito”.

Afirmaron que en el caso concreto no existe acto administrativo que demandar, solo cuentan con el medio de control de cumplimiento para que la Agencia Nacional de Minería cumpla con su deber legal de inscribir el contrato de concesión, de conformidad con el artículo 333 de la Ley 685 de 2001.

Alegaron que por no estar inscrito el contrato de concesión minera, se les ha generado un perjuicio irremediable “…pues la perimetral del oriente inicia obras en el primera semestre del próximo año y no hemos podido dar inicio a los trámites de PLAN DE TRABAJOS Y OBRAS (PTO) ni al ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL con miras a la obtención de la Licencia Ambiental, por la sencilla razón que la AGENCIA NACIONAL DE MINERAIA – ANM no ha inscrito nuestro contrato en el Registro Minero Nacional dentro del término legal del artículo 333 de la Ley 685 de 2001. Si no logramos las licencias para dar inicio a la explotación antes de que empiece la perimetral del oriente, es claro que ya no tendremos oportunidad de suministrar nada de material a dicha obra”
.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer la impugnación presentada contra la sentencia de primera instancia, proferida por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de conformidad con lo establecido en los artículos 150 y 152 de la Ley 1437 de 2011, y el Acuerdo 015 del 22 de febrero de 2011 de la Sala Plena del Consejo de Estado, que establece la competencia de la Sección Quinta de la Corporación para conocer de las “apelaciones contra las providencias susceptibles de ese recurso que se dicten por los Tribunales Administrativos en primera instancia en las acciones de cumplimiento”.

2. Cuestión previa

Se advierte que con escrito presentando el 27 de enero de 2016, el Consejero de Estado, Carlos Enrique Moreno Rubio, manifestó impedimento con fundamento en la causal segunda del artículo 141 del Código General del Proceso, norma aplicable por remisión del artículo 30 de la Ley 393 de 1997, por haber conocido del proceso anterior, pues integró la Sala que suscribió el fallo de primera instancia de la acción de cumplimiento No.  2015-01057, en la que se analizó la controversia puesta a consideración en el caso concreto, razón por la que el Tribunal en el proceso de la referencia declaró el fenómeno de cosa juzgada.

Con base en lo anterior, en providencia del 28 de enero de 2016, se declaró fundado el  impedimento, razón por la que el Consejero Carlos Enrique Moreno Rubio, fue separado del conocimiento del presente asunto.
3. Problema jurídico a resolver en la presente acción de cumplimiento

Corresponde a la Sala determinar si modifica, confirma o revoca la sentencia de 4 de noviembre de 2015, dictada por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que declaró “el fenómeno jurídico de cosa juzgada en relación con la solicitud de cumplimiento del artículo 333 de la Ley 685 de 2001”, para lo cual deberá resolver el siguiente problema jurídico:

¿En el sub judice, se encuentran acreditados los requisitos que configuran cosa juzgada frente a la pretensión de los actores de que la Autoridad Nacional de Minería de cumplimiento al artículo 333 de la Ley 685 de 2001, en el sentido de inscribir el contrato de concesión minero IEF-14451, suscrito el 10 de abril de 2010?

4. Razones jurídicas de la decisión

Para resolver el problema jurídico planteado, se analizarán los siguientes temas: (i) naturaleza de la acción de cumplimiento; (ii) requisito de procedibilidad; (iii) Cosa juzgada; y (iv) análisis del caso concreto.

4.1. Naturaleza de la acción de cumplimiento

La acción de cumplimiento está instituida en el artículo 87 de la Constitución Política, como un mecanismo para que toda persona pueda "acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una Ley o un acto administrativo. En caso de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido". En igual sentido, el artículo 1° de la Ley 393 de 1997 precisa que "Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial definida en esta Ley para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de Ley o actos administrativos".

Colombia es un Estado Social de Derecho y dentro de sus fines esenciales está el de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, teniendo en cuenta lo anterior y que las autoridades de la República están instituidas, entre otras cosas, para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares (artículo 2° de la Constitución Política), la acción en estudio permite la realización de este postulado logrando la eficacia material de la ley y de los actos administrativos expedidos por las diferentes autoridades en cumplimiento de sus funciones públicas.

De este modo, la acción de cumplimiento constituye el instrumento adecuado para demandar de las autoridades o de los particulares que ejercen funciones públicas, y ante el inminente incumplimiento la efectividad de las normas con fuerza material de ley y de los actos administrativos.

Como lo señaló la Corte Constitucional “el objeto y finalidad de esta acción es otorgarle a toda persona, natural o jurídica, e incluso a los servidores públicos, la posibilidad de acudir ante la autoridad judicial para exigir la realización o el cumplimiento del deber que surge de la ley o del acto administrativo y que es omitido por la autoridad, o el particular cuando asume este carácter. De esta manera, la referida acción se encamina a procurar la vigencia y efectividad material de las leyes y de los actos administrativos, lo cual conlleva la concreción de principios medulares del Estado Social de Derecho, que tienden a asegurar la vigencia de un orden jurídico, social y económico justo” 
(Subraya fuera del texto).

Sin embargo, para que la acción de cumplimiento prospere, del contenido de la Ley 393 de 1997, se desprende que se deben acreditar los siguientes requisitos mínimos:

i) Que el deber que se pide hacer cumplir se encuentre consignado en normas aplicables con fuerza material de ley o actos administrativos vigentes (Art. 1º)
. 

ii) Que el mandato sea imperativo e inobjetable y que esté radicado en cabeza de aquella autoridad pública o del particular en ejercicio de funciones públicas que deba cumplir y frente a los cuales se haya dirigido la acción de cumplimiento. 
iii) Que el actor pruebe la renuencia de la entidad accionada frente al cumplimiento del deber, antes de formular la demanda, bien sea por acción u omisión del exigido o por la ejecución de actos o hechos que permitan deducir su inminente incumplimiento (Art. 8º). El artículo 8° señala que, excepcionalmente, se puede prescindir de este requisito “cuando el cumplirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable”, caso en el cual deberá ser sustentado en la demanda.
iv) Que el afectado no tenga o haya podido ejercer otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento del deber jurídico o administrativo omitido, salvo el caso que, de no proceder el juez, se produzca un perjuicio grave e inminente para quien ejerció la acción, circunstancia esta que hace procedente la acción. Por tanto, es improcedente la acción que persigue la protección de derechos que puedan ser garantizados a través de la acción de tutela o se pretenda el cumplimiento de normas que establezcan gastos a la administración (Art. 9º).

4.2. De la renuencia

El inciso segundo del artículo 8° de la Ley 393 de 1997, en concordancia con el numeral 5° del artículo 10 ibídem, estableció como requisito de procedibilidad de esta acción constitucional, que con la demanda el accionante aporte la prueba de haber pedido a la entidad demandada en forma directa y con anterioridad al ejercicio de la acción, el cumplimiento del deber legal o administrativo presuntamente desatendido por aquélla y, que la autoridad requerida se ratifique en el incumplimiento o guarde silencio frente a la solicitud. De esta manera quedará acreditada la renuencia de la respectiva autoridad administrativa y el actor podrá ejercer la acción de cumplimiento.

Por lo tanto, la Sala debe estudiar si los solicitantes cumplieron con su carga de probar que constituyeron en renuencia a la Autoridad Nacional de Minería antes de instaurar la demanda.

Para el cumplimiento de este requisito de procedibilidad es importante tener en cuenta, como lo ha señalado la Sala, que “el reclamo en tal sentido no es un simple derecho de petición sino una solicitud expresamente hecha con el propósito de cumplir el requisito de la renuencia para los fines de la acción de cumplimiento”
.

Para dar por satisfecho este requisito no es necesario que el solicitante en su petición haga mención explícita y expresa que su objetivo es constituir en renuencia a la autoridad, pues el artículo 8° de la Ley 393 de 1997 no lo prevé así; por ello, basta con advertir del contenido de la solicitud que lo pretendido es el cumplimiento de un deber legal o administrativo y, que de este pueda inferirse el propósito de agotar el prerrequisito en mención.
Para cumplir con el requisito de renuencia los accionantes mediante Oficio radicado el 9 de septiembre de 2015, ante la Autoridad Nacional de Minería, le solicitaron a la entidad que diera cumplimiento al artículo 333 de la Ley 685 de 2001 y, como consecuencia, procedería a inscribir en forma inmediata el contrato de concesión minera No. IEF-14541 en el Registro Minero Nacional.

La Coordinadora de Contratación Minera de la ANM, el 17 de septiembre de 2015, respondió a los actores que:

“…3. Previo a la inscripción del contrato de concesión minera suscrito, la Gerencia Catastro de Registro Minero realiza verificación del polígono susceptible de contratar, y en caso de evidenciarse que durante el trámite de revisión se encuentren superposiciones con zonas excluibles de la minería, dicha minuta será devuelta al grupo de contratación minera, sin efectuarse el respectivo proceso de registro.

A fin de evitar la situación previamente descrita y teniendo en cuenta el lapso de tiempo que ha transcurrido entre la determinación del área libre que se estableció para la elaboración de la minuta suscrita, el Grupo de Contratación Minera deberá re-evaluar técnicamente el polígono determinado como libre susceptible de contratar y solo en el evento a través del cual se evidencia superposiciones con áreas excluidas de la minería se deberán adelantar las actuaciones administrativas y legales que se requieran a fin de hacer posible la inscripción del contrato de concesión minera en el Catastro Minero Colombiano (…)”
.

De conformidad con lo expuesto, la Sala advierte que se encuentra probado que los señores Edgar Dustano Beltrán Moreno, Yesid Armando Beltrán Moreno, Dustano de Jesús Beltrán Cuestas y Emiro Antonio Merlano Caroprese, sí constituyeron en renuencia a la Autoridad Nacional de Minería, respecto del artículo 333 de la Ley 685 de 2001. 

4.3. De la cosa juzgada

Esta Sección ha señalado
 que el objeto de la cosa juzgada hace referencia a que los hechos y conductas que se hayan resuelto judicialmente no puedan ser debatidos nuevamente en un proceso posterior. Lo anterior por cuanto lo decidido por el juez adquiere las características de vinculante, obligatorio y, por lo tanto, de inmutable.

Así, la cosa juzgada material alude a la inmutabilidad e irrevocabilidad de la sentencia que pone fin al proceso e impide que se plantee en otro proceso el mismo litigio ya resuelto, con lo cual brinda a las partes seguridad jurídica en el sentido de que no existirá un nuevo juicio sobre el mismo asunto decidido en forma definitiva.
El elemento formal de la cosa juzgada tiene que ver con la imposibilidad de que el juez pueda volver a pronunciarse dentro del mismo proceso sobre un asunto que se decidió en una providencia ejecutoriada o, que otro juez, en un proceso diferente resuelva sobre una materia debatida con identidad de pretensiones y fundamentos jurídicos.

Así mismo se ha sostenido que el elemento material de la cosa juzgada guarda relación con la intangibilidad de la sentencia, en el entendido que se tiene por cierto que el juez de conocimiento se ocupó de la relación objeto de la contienda y que la decisión la adoptó respetando las formas propias del juicio.

Al respecto, esta Corporación dijo:

“A la cosa juzgada o "res judicata" se le ha asimilado al principio del "non bis in idem”
 y tiene por objeto que los hechos y conductas que ya han sido resueltas a través de cualquiera de los medios aceptados por la ley, no vuelvan a ser debatidos en otro juicio posterior. Tal cualidad de lo resuelto obliga a las partes, porque lo antes decidido tiene carácter vinculante y obligatorio y, por lo tanto, es inmutable al tener plena eficacia jurídica. 

Desde un punto de vista genérico, la cosa juzgada está regulada por los artículos 332 del C. de P.C. y 175 del C.C.A., en los cuales se establecen los elementos formales y materiales para su configuración. 

El elemento formal implica que no es posible volver sobre una decisión tomada en providencia ejecutoriada, dentro del mismo proceso, o en otro en el que se debata la misma causa petendi e idénticos fundamentos jurídicos, lo cual tiene como propósito garantizar la estabilidad y la seguridad del orden jurídico. 

Por su parte, el material, hace alusión a la intangibilidad de la sentencia en firme, pues se tiene por cierto que la actividad jurisdiccional se ocupó plenamente de la relación objeto de la contienda y que ésta fue decidida con la plenitud de las formas propias del juicio.”.

4.4. Análisis del caso concreto 

Para resolver el problema jurídico planteado y referido a ¿En el sub judice, se encuentran acreditados los requisitos que configuran cosa juzgada frente a la pretensión de los actores de que la Autoridad Nacional de Minería de cumplimiento al artículo 333 de la Ley 685 de 2001, en el sentido de inscribir el contrato de concesión minero IEF-14451, suscrito el 10 de abril de 2010?  debemos establecer si en la acción de cumplimiento 2015-01057-00 se presenta identidad de objeto, de causa y de partes con el asunto de la referencia, que podrá apreciarse en el siguiente cuadro comparativo:

	Acción de cumplimiento 

25000-23-41-000-2015-01057-00

Sentencia del 7 de julio de 2015


	Acción de cumplimiento 

25000-23-41-000-2015-01970-01

En estudio

	Actores: 
	Yesid Armando Beltrán Moreno, Edgar Dustano Beltrán Moreno y Dustano de Jesús Beltrán Cuestas
	Actores: 


	Edgar Dustano Beltrán Moreno, Yesid Armando Beltrán Moreno, Dustano de Jesús Beltrán Cuestas y Emiro Antonio Merlano Caroprese

	Accionada:
	Agencia Nacional de Minería


	Accionada:
	Agencia Nacional de Minería

	Pretensiones: 
	“1. Que se declare que la Agencia Nacional de Minería denominada ANM, antes Servicio Geológico Colombiano – antes INGEOMINAS; ha incumplido con el término establecido en el artículo 333 de la Ley 685 de 2001 ‘Código de Minas’, frente a la inscripción del Contrato de Concesión Minera Expediente IEF-14541 suscrito el 5 de enero de 2010 en el Registro Minero Nacional.

3. Como consecuencia de lo anterior, se ordene al Presidente (a) de la Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces, para que en forma inmediata se realice la inscripción del contrato de concesión Minera Expediente IEF-14541 suscrito el 5 de abril de 2010 en el Registro Minero Nacional.


	Pretensiones:
	“… 1. Que se declare que la Agencia Nacional de Minería denominada ANM, antes Servicio Geológico Colombiano – antes INGEOMINAS, ha incumplido con el término establecido en el artículo 333 de la Ley 685 de 2001 ‘Código de Minas´, frente a la inscripción del Contrato de Concesión Minera Expediente IEF-14541 suscrito el 5 de enero de 2010 en el Registro Minero Nacional.

4. Como consecuencia de lo anterior se ordene al Presidente (a) de la Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces, para que en forma inmediata se realice la inscripción del Contrato de Concesión Minera Expediente IEF14541 suscrito el 5 de abril de 2010 en el Registro Minero Nacional.

5. En caso de considerar los Honorables Magistrados la improcedencia por la acción de cumplimiento interpuesta ante-riormente por Edgar Dustano Beltrán Monreno, Dustano de Jesús Beltrán Cuestas y Yesid Armando Beltrán Moreno, en caso de entenderse no probado el perjuicio irremediable; se solicita darle trámite en conformidad con el cuarto (4) concesionario EMIRO ANTONIO MERLANO CAROPRESE quien no había interpuesto en renuencia a la ANM ni interpuso esa acción de cumplimiento debido a que se encontraba en el exterior del país.

6. En caso de declararse improcedente la acción de cumplimiento nuevamente, indicar con claridad cuál es la acción que tendrían estos concesionarios para que la Agencia Nacional de Minería –ANM inscriba nuestro contrato de Concesión Minera IEF-14541 suscrito el 5 de abril de 2010 y su fundamento legal para ello”.


	Despacho judicial que conoció en primera instancia
	Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que en fallo del 7 de julio de 2015 declaró improcedente la acción.
	Despacho judicial que conoció en primera instancia
	Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundina-marca, en sentencia del 4 de noviembre de 2015, declaró que operó el fenómeno jurídico de cosa juzgada.

	Despacho judicial que conoció en Segunda instancia
	No fue objeto de impugnación
	Despacho judicial que conoció en Segunda instancia
	Sección Quinta – Consejo de Estado


Así, puede observarse que tanto en la acción de cumplimiento que se tramitó con el radicado 25000-23-41-000-2015-01057-00, como en el caso concreto, los (i) hechos son los mismos, concurren en calidad de (ii) partes demandante en el primer caso analizado los señores Yesid Armando Beltrán Moreno, Edgar Dustano Beltrán Moreno y Dustano de Jesús Beltrán Cuestas y en el proceso de la referencia los mismos y el señor Emiro Antonio Merlano Caroprese; en la demandada la Autoridad Nacional de Minería; y (iii) la disposición legal cuyo cumplimiento se pretende en una y otra acción coincide, pues se trata del artículo 333 de la Ley 685 de 2001, con el fin de que se inscriba el contrato de concesión Minera Expediente IEF-14541 suscrito el 5 de abril de 2010.

En este orden de ideas, a juicio de la Sala, los hechos, pretensiones y las partes en el presente asunto son los mismos respecto de los cuales la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca con radicado 25000-23-41-000-2015-01057-00, ya se había pronunciado en la sentencia del 7 de julio de 2015 mediante la cual declaró la improcedencia de la acción.

De esta manera, al existir un pronunciamiento expreso sobre el citado punto de controversia, es evidente que se configura el fenómeno de cosa juzgada por tratarse de una materia definida por una autoridad judicial, que se encuentra debidamente ejecutoriada.

Por otra parte, se reitera lo manifestado por el a quo, respecto a que el hecho de que el señor Emiro Antonio Merlano Caroprese no se hubiera hecho parte en el proceso anterior, no implica que éste tenga la oportunidad de reclamar el cumplimiento de una norma que ya fue objeto de estudio, en razón a que lo decidido en esa oportunidad también lo afectó, pues la suerte de un proceso, en cuanto hace referencia a los efectos de la sentencia, incluye a todos los sujetos de la relación jurídica.

Por último, en cuanto a la falta de vinculación del integrante que faltaba del concesionario Emiro Antonio Merlano Caroprese, que conformaba el litisconsorte necesario en la primera acción de cumplimiento [la tramitada con el radicado 25000-23-41-000-2015-01057-00, Sentencia del 7 de julio de 2015], hecho que según la parte actora generaría causal de nulidad, advierte la Sala que esta no es la oportunidad para resolverlos, toda vez que estos planteamientos debieron esgrimirse en el trámite de esa acción constitucional; sin embargo, los actores no adujeron nada, ni si quiera impugnaron la decisión de primera instancia, y ahora pretenden utilizar ese argumento para que se vuelva a discutir un asunto que ya fue definido y que se encuentra en firme.

Con fundamento en lo anterior, la Sala confirmará la providencia de primera instancia que declaró el fenómeno jurídico de cosa juzgada, en relación con la solicitud de cumplimiento del artículo 333 de la Ley 685 de 2001.
Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia del 4 de noviembre de 2015, proferida por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que declaró el fenómeno jurídico de cosa juzgada en relación con la solicitud de cumplimiento del artículo 333 de la Ley 685 de 2001, frente a la inscripción del Contrato de Concesión Minera Expediente IEF-14541 suscrito el 5 de enero de 2010 en el Registro Minero Nacional.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes en la forma prevista en el artículo 22 de la Ley 393 de 1997.
TERCERO: En firme esta sentencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE              ALBERTO YEPES BARREIRO
� El señor Emiro Antonio Merlano Caroprese, confirió poder especial, amplio y suficiente al doctor Julio César Sánchez Núñez, para que iniciara y llevara hasta su culminación proceso de acción de cumplimiento con el fin de lograr la inscripción en el Registro Minero Nacional del contrato de Concesión Minera IEF-14541 suscrito el 5 de abril de 2010 ante el Instituto Colombiano de Geología y Minería – INGEMONINAS, cuyas funciones actualmente se encuentran en cabeza de la Agencia Nacional de Minería – ANM, visible a folio 44 del expediente.


� Folios 42 y 43


� Folios 158 y 159 del expediente


� Folios 160 y 161 del expediente


� Folios 171 a 173 del expediente


� Folios 176 a 180 del expediente


� Folios 208 y 209 del expediente


� Folios 58 a 60 del expediente


� Folios 119 y 120 del expediente


� Folios 124 a 131 del expediente


� Folios 231 a 244 del expediente


� Folios 251 a 273 del expediente


� Corte Constitucional, sentencia C-157 de 1998. Magistrados Ponentes Antonio Barrera Carbonell y Hernando Herrera Vergara.


� Esto excluye el cumplimiento de las normas de la Constitución Política, que por lo general consagran principios y directrices.


�Sección Quinta, providencia del 20 de octubre de 2011, Exp. 2011-01063, C.P. Mauricio Torres Cuervo.


� Folios 58 a 60 del expediente


� Ver sentencia del 1º de febrero de 2010, Exp. 2009-00025-02, C.P. Susana Buitrago Valencia.


� Consejo de Estado. Sentencia del 27 de noviembre de 2008. MP. Luis Rafael Vergara Quintero. Exp. 2000-00803.





